
 
 

 
 

 
Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de 2021 

 
 

Doctor 
NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 
H. Magistrado  
Tribunal Administrativo del Cauca 
stadmcauca@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Popayán - Cauca 
 
 

Radicado: 19001233300220210010700 
Demandante: Norbey Martin Muñoz Orozco y otros     
Demandada: Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho y otros. 
Medio de Control: Reparación directa 
 
 

 

LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES, mayor de edad, domiciliada y residente en Bogotá, 
D.C., identificada como aparece al pie  de mi firma, actuando en calidad de apoderada judicial 
del Ministerio de Justicia y del Derecho, entidad pública del orden nacional domiciliada en la 
ciudad de Bogotá, D.C., lo cual acredito con el poder adjunto que para tal efecto me fue 
conferido, por medio del presente escrito me permito respetuosamente CONTESTAR la 
demanda de la referencia, para lo cual procedo así: 
 

I.  PRETENSIONES. 
 
De conformidad con las razones de la defensa que propondré a continuación, el Ministerio de 
Justicia y del Derecho se OPONE  a todas y cada una de las pretensiones de la parte 
demandante. 
 

II.  HECHOS. 
 

No consta ninguno de los hechos planteados por los demandantes y, por lo tanto, me atengo 
a lo que se pruebe dentro del proceso. 

 
III. RAZONES DE DEFENSA 

 
3.1. Falta de Legitimación Material en la Causa por Pasiva  
 

Revisado detenidamente el texto de la demanda salta a la vista que el Ministerio de Justicia y 
del Derecho no tiene legitimación material en la causa por pasiva para responder de fondo 
sobre los hechos y eventuales perjuicios causados, toda vez que no existe relación real entre 
la entidad y las pretensiones que en su contra formulan los actores, razón por la cual no se 
configura una de las condiciones anteriores necesarias que habilitarían a esta entidad para 
manifestarse y responder sustancialmente sobre el asunto en cuestión. 
 
En efecto, el apoderado sustenta sus peticiones en la eventual falla en el servicio cometida 
por el Juzgado Segundo Administrativo de Popayán, el Tribunal administrativo del Cauca y el 
Consejo de Estado – Sección Primera; situación que de entrada permite vislumbrar la 
inexistencia de relación entre esta entidad y los hechos y pretensiones planteados en la 
demanda. 
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El artículo 11 de la Ley 270 de 1996 consagra que los Juzgados, los Tribunales y el Consejo 
de Estado  hacen parte de la Rama Judicial. 
 
De otra parte, el artículo 99 numeral 8° de la propia Ley 270 de 1996 establece que la 
representación de la Nación – Rama Judicial en los procesos judiciales, será ejercida por el 
Director Ejecutivo de Administración Judicial. 
 
A su turno, tanto el artículo 159 de la Ley 1437 de 2011 como el artículo 149 del Código 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 49 de la ley 446 de 1998, señalan que 
en los procesos contencioso administrativos la Nación estará representada, entre otros, por el 
Director Ejecutivo de Administración Judicial en tratándose de la Rama Judicial. 
  
En consecuencia, teniendo en cuenta que el Ministerio de Justicia y del Derecho pertenece a 
la Rama Ejecutiva y no a la Rama Judicial, y que no tiene asignada dentro de sus 
competencias legales ninguna atribución relacionada con las decisiones que profieren los 
jueces de la república, magistrados y consejeros  de estado; de conformidad con el artículo 
159 de la Ley 1437/11 en sana lógica jurídica se impondrá su absolución por cuanto ésta no 
fue la autoridad que intervino material y sustancialmente en los hechos que, eventualmente, 
pudieron haber causado daños y perjuicios a los demandantes; máxime cuando la cartera 
ministerial en comento no tiene a su cargo la representación de la Nación - Rama judicial por 
las actuaciones de los funcionarios jurisdiccionales, órgano aquel del poder que además 
ostenta autonomía administrativa y presupuestal. 
 
Sobre la falta de legitimación material en la causa por pasiva, presupuesto necesario de la 
sentencia favorable, ha dicho lo siguiente el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, sentencia del treinta y uno (31) de octubre de dos mil siete 
(2007), Consejero Ponente Mauricio Fajardo Gómez, Radicación 
11001032600019971350300; citando una sentencia del veintidós (22) de noviembre de dos 
mil uno (2001), Consejera ponente Dra., María Elena Giraldo Gómez, expediente 13.356, de 
la propia Sección Tercera: 
 

“La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria 
entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado. Nótese 
que el estar legitimado en la causa materialmente por activa o por pasiva, por sí solo, no otorga 
el derecho a ganar; si la falta recae en el demandante el demandado tiene derecho a ser 
absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de 
las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés 
sustantivo para hacerlo -no el procesal-; si la falta de legitimación en la causa es del 
demandado, de una parte al demandante se le negarán las pretensiones no porque los hechos 
en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien se las atribuyó no es el sujeto 
que debe responder; por eso, de otra parte, el demandado debe ser absuelto, situación que se 
logra con la denegación de las súplicas del demandante”. 

 
 

3.2. Inexistencia de falla del servicio imputable al Ministerio de Justicia y del 
Derecho (Ausencia de nexo causal): 
 
Uno de los elementos esenciales para que surja la responsabilidad administrativa es la 
existencia del nexo causal, es decir, el vínculo que debe existir entre hecho y daño 
antijurídico. 
 
La explicación del vínculo causal en el sentido de determinar dentro de todas las posibles 
¿cuál fue la causa eficiente que produjo un daño antijurídico?, ha sido dilucidada 
reiterativamente por doctrina y jurisprudencia mediante la aplicación de la Teoría de la 



 
 

Causalidad Adecuada, la cual básicamente sostiene que hay que precisar aquellas que sean 
realmente determinantes en la producción del resultado dañoso porque, solo quienes hayan 
originado esas causas determinantes, comprometen su responsabilidad. 
 
Sobre la teoría de la causalidad adecuada ha dicho el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejera Ponente Dra., María Elena Giraldo 
Gómez, en sentencia del 17 de junio de 2004, radicación número 44001-23-31-000-1996-
0825-01 (15183), actor Elmer Francisco Vanegas Palmezano y Otros, demandado Nación – 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional: 
 

“… Para que surja el deber de indemnizar con fundamento en el régimen de 
responsabilidad patrimonial previsto en el artículo 90 constitucional, … , no es suficiente que el 
demandante haya sufrido un daño cierto, determinado o determinable y antijurídico y que 
contra quien se dirige la imputación haya incurrido en alguna conducta de irregularidad 
constitutiva de falla de aquellas alegadas por el actor, porque es necesario además que se 
demuestre que el daño se produjo como consecuencia de la falla de la Administración, nexo 
causal que para efectos de esta declaratoria no debe ser visto desde el punto de vista de la 
causalidad física perteneciente al mundo de los fenómenos naturales, sino desde el punto de 
vista jurídico, entendido como el estudio de la eficiencia de la conducta estatal en la causación 
de un daño desde el deber ser que prevé la norma para el Estado en relación con el 
administrado…”. 

 
Aterrizando las anteriores ideas al caso en cuestión, podemos observar que en el presente 
caso no existiendo relación real entre el Ministerio de Justicia y del Derecho y las causas 
objetivas determinantes en la producción de los eventuales hechos dañosos que aducen los 
demandantes, no existiría el suficiente y necesario vínculo causal que derive en su 
responsabilidad administrativa. 
 
En efecto, las causas determinantes en la producción de cualesquiera hechos dañosos (falla 
en el servicio) que eventualmente pudieran haber ocasionado perjuicios a la parte solicitante, 
según la demanda objetivamente refieren a conductas de la Rama Judicial a través del 
Juzgado Segundo Administrativo de Popayán, el Tribunal administrativo del Cauca y el 
Consejo de Estado – Sección Primera; razón suficiente para entender que no se le puede 
imputar al Ministerio de Justicia y del Derecho la realización de ningún hecho dañoso y, en 
consecuencia, tampoco acreditar el nexo causal indispensable para atribuirle responsabilidad, 
toda vez que la entidad no participó, contribuyó o realizó, directa ni indirectamente, los 
hechos eficientes materia del litigio y, por tanto, en cuanto a mi representada respecta, se 
impondrá su completa y total absolución. 
 

PETICIÓN 
   
Por  lo expuesto, este Ministerio solicita respetuosamente declarar probada la excepción de 
Falta de Legitimación Material en la Causa Por Pasiva y la consiguiente desvinculación del 
Ministerio de Justicia y del Derecho en el trámite de la presente demanda, por cuanto los 
supuestos fácticos le son imputables a una persona jurídica diferente al mismo, por tratarse 
de asuntos ajenos a su actuar o competencia.  

 
IV. RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA. 

 
Para que se reconozca personería jurídica a fin de actuar en representación del Ministerio de 
Justicia y del Derecho, me permito adjuntar poder debidamente conferido y sus anexos.  

 
 
 
 



 
 

 
V. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 
Al respecto debo precisar que el Ministerio de Justicia y del Derecho no tiene en su poder 
antecedentes administrativos relacionados con el objeto de la demanda y por esta razón no 
puede allegar copia de los mismos. 
 

VI. NOTIFICACIONES. 
 

Tanto el Ministerio de Justicia y del Derecho como la suscrita apoderada recibimos 
notificaciones personales en la calle 53 No. 13-27 de la ciudad de Bogotá, D.C. y/o en 
el correo electrónico: notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co y/o 
ligia.aguirre@minjusticia.gov.co. 
 
Sin otro particular por el momento, me suscribo atentamente. 

 
 

 
LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES 
C.C. No. 52.027.521 de Bogotá 
T.P. No. 114521 del C.S.J. 
 
Anexo: Lo enunciado. 
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